CIVIL 20

LAS ASOCIACIONES CIVILES: RÉGIMEN LEGAL VIGENTE.

. arts 22 Constitución y 35 C ci.

. interés publico o privado.

. inicio de su personalidad.

. capacidad:


* asociaciones interés privado.


* asociaciones de interés público




a) capacidad jurídica.



b) Capacidad de obrar.

. extinción.

. régimen disciplinario.


* normas procedí mentales internas.


* su adecuación al ordenamiento jurídico.

. destino de sus bienes.

. obligatoriedad de la adscripción.


* efectos del impago de cuotas.


* caso de los extranjeros.

. competencia de la jurisdicción civil.

. acreditación del carácter de socio.
LA IGLESIA CATÓLICA Y LOS ENTES ECLESIÁSTICOS.

. clasificación.

SU CAPACIDAD.

. Art. 38 y acuerdos Santa Sede.

. capacidad para enajenar.

. bienes de los religiosos.

. inmatriculación de bienes.

Y REPRESENTACIÓN.
. de Iglesia General, de determinadas y de entes religiosos.

ENTIDADES RELIGIOSAS  NO CATÓLICAS.

. Ley de 5 de Julio de 1980 y Decreto de 9 de Enero de 1981.

LAS PERSONAS JURÍDICAS EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO.

. Art. 9 nº 11.
LAS ASOCIACIONES CIVILES: RÉGIMEN LEGAL VIGENTE.

-------------------------------------------------------

. arts 22 Cons y 35 C ci.

. interés público o privado.

. inicio de su personalidad.

. capacidad:


* asociaciones interés privado.


* asociaciones de interés publico




a) capacidad jurídica.



b) Capacidad de obrar.

. extinción.

. régimen disciplinario.


* normas procedimentales internas.


* su adecuación al ordenamiento jurídico.

. destino de sus bienes.

. obligatoriedad de la adscripción.


* efectos del impago de cuotas.


* caso de los extranjeros.

. competencia de la jurisdicción civil.

. acreditación del carácter de socio.

-------------------------------------------------------

. Art. 22 de la Constitución y 35 C ci.

      El derecho de asociación lo recoge el Art. 22 de la Constitución diciendo:

"1) Se reconoce el derecho de asociación.

2) Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.

3) Las asociaciones constituidas al amparo de este articulo deberán inscribirse en un registro a los solos efectos de publicidad.

4) Las asociaciones solo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial motivada.

5) Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.".

      En cuanto al C ci ya veíamos antes como conforme al Art. 35  son personas jurídicas:


1) Las asociaciones de interés público reconocidas por la ley.


2) Las asociaciones de interés particular, sean civiles, mercantiles o industriales, a las  que la ley conceda personalidad propia, independiente de la de cada uno de los asociados.

      Distingue pues el código entre dos tipos de asociaciones; las de interés público y las de interés privado. Y esta tipología plantea ya desde su inicio el problema de determinar cuando una asociación es de interés público y cuando lo es de interés privado. La calificación de una sociedad bajo uno u otro grupo comportara la aplicación de distintas normativas legales.

. interés público o privado.

      Ni el C ci ni la Ley de Asociaciones de 24 de diciembre de 1964 dan criterio alguno para que apriorísticamente una asociación pueda calificarse como de pública o privada.

      Sin embargo es fundamental apreciar que cuando una ley distinta a la de Asociaciones les concede personalidad, lo hace siempre partiendo de la premisa de que se persigue la obtención de un beneficio (así ocurre con el Art. 1665 del C ci al definir la sociedad, con el Art. 116 del C de comercio al definir el contrato de compañía, o con las Leyes de Sociedades Anónimas y la de S.R.L.). Por ello coinciden todos los autores en adoptar como criterio calificador la persecución o no de un animo de lucro.

      Por tanto cualesquiera asociación de personas que persiga un animo de lucro se calificara como privada y le ser n aplicables las normas del código civil, del código de comercio o de la legislación especial de sociedades, y por otro lado, cualesquiera asociaciones que no persigan un animo de lucro se consideraran de carácter publico y se regir n por la ley de 24 de diciembre de 1964 desarrollada por su Reglamento de 20 de Mayo de 1965.

      No significa esto que los fines de una asociaciones publica tengan que ser necesariamente públicos, pueden ser fines privados, lo que ocurre es que la ley los considera especialmente merecedores de protección, al no perseguir ningún animo de lucro, y por tanto califica de pública a la asociación que los persigue.

. inicio de su personalidad.

      La sentencia del TS de 23 (o del día 3) de Julio de 1979, dictada a propósito de la inscripción y legalización de la masonería ha señalado que los términos que rigen el derecho de asociación solo son limitables en la medida marcada por el Art. 22 de la Constitución y por tanto la inscripción de las asociaciones no comporta mas que un elemento de mera publicidad que no permite al funcionario publico entrar a calificar su legalidad, pues esta es misión reservada a los jueces a través del procedimiento de la Ley de protección de los Derechos Fundamentales. Por ello la atribución de la personalidad jurídica se produce antes de la inscripción en el Registro y viene determinada por la concurrencia de voluntades de los promotores sin que la Administración este habilitada para realizar valoración alguna relativa a la licitud y determinación de los fines perseguidos por la asociación.

      Y la de 3 de Agosto de 1979 dice que;


"la inscripción registral prevista por el Art. 22 CE habrá de practicarse tan pronto como consten los datos que señala el párrafo 2º del Art. 3º de la Ley de 1964 y el acta de constitución a que se refiere el párrafo 1 del mismo texto, sin posibilidad de denegación, aunque, eso si, sin perjuicio de instar la Administración la acción declarativa pertinente, en orden a constatar su ilicitud o el hallarse incursa en prohibición legal".

      Idéntico criterio siguieron las sentencias de 6 de Octubre de 1984 y 2 de Noviembre de 1987 entre otras.

      En contra de esta postura se ha pronunciado Fernández Farreres (en su libro Asociaciones y Constitución. Editorial Cívitas. Madrid 1987, p g. 126) para quien la Administración deber  denegar la inscripción cuando aprecie el incumplimiento de las formalidades legales necesarios o cuando:


"...aprecie la existencia de indicios de ilicitud, en cuyo caso quedará paralizado el expediente hasta que el juez correspondiente resuelva, y consiguientemente denegará el reconocimiento de personalidad a la misma.".

      Por el contrario cuando nos hallemos ante una asociación privada si adopta la forma de sociedad el momento en que adquiera personalidad no suscita problema, pero si adopta una forma civil la cuestión es mas dificultosa por cuanto que el código solo prevé el otorgamiento de escritura publica (momento a partir del cual se puede considerar que se atribuye personalidad) cuando se aporten bienes inmuebles, pero para cualesquiera otros supuestos admite cualesquiera tipos de forma por lo que la atribución de personalidad tiene que realizarse desde el momento en que existe una concurrencia negocial respecto a su constitución (con la salvedad de que si los pactos son mantenidos secretos frente a terceros el código impide el nacimiento de la sociedad el disponer que las relaciones entre los socios se regir n por la comunidad de bienes).

      ¿Pueden ser embargo nacer asociaciones privadas de carácter civil, que no adopten la forma de la sociedad civil y a las que no les sean aplicables sus normas?.

      Para solucionar este problema hay que pensar de un lado que nada obliga a las asociaciones privadas de carácter civil a que se constituyan en forma de sociedad y que aunque ello fuera así, las normas reguladoras de esta y que tengan carácter dispositivo pueden ser excluidas por las partes.

      ¿Puede pues constituirse como asociación privada de carácter civil cuyo animo de lucro consista en reducir costes, una comunidad horizontal?, o ¿pueden cualesquiera comuneros aceptar que su comunidad adquiera personalidad jurídica mediante su conversión en asociación civil?.

      En la vida practica no hay ningún supuesto en que la atribución de personalidad se haya concedido fuera de los supuestos de contrato de sociedad (sea esta civil o mercantil). Si que hay en cambio un supuesto muy frecuente en la practica en que la legislación impide que a una asociación civil le sean aplicadas, (aun con la voluntad unánime de todos los socios) normas contrarias a las contenidas para la sociedad civil: 

      Es el caso de que varias personas mediante un contrato (generalmente calificado de sociedad) persigan un animo de lucro obtenible a través de una actividad mercantil, y prevean para el futuro que su "asociación" pueda adquirir esta condición, adoptando por ejemplo la forma de sociedad anónima. En tal caso la voluntad de los socios habrá sido crear una "asociación privada y civil" distinta al contrato de sociedad civil pues para ellas, (las sociedades civiles), se prevé en la legislación la imposibilidad de transformarse en mercantiles y lo que habrá que hacer es disolverlas y constituir sus socios una nueva sociedad mercantil aportando los bienes que en la liquidación se les hayan adjudicado) pues los socios buscan eludir su normativa y lograr una continuidad en la personalidad de su asociación cuando tenga que adoptar la forma de sociedad anónima (por ejemplo). 

. capacidad, Art. 37.


"La capacidad civil de las corporaciones se regulara por las leyes que las hayan creado o reconocido, la de las asociaciones por sus estatutos; y la de las fundaciones, por las reglas de su institución, debidamente aprobadas por disposición administrativa, cuando este requisito fuere necesario.".

      Una primera matización al precepto: conforme a la sentencia del TS de 4 de Junio de 1919 viene referido tan solo a las asociaciones de inter‚s publico reconocidas por la ley, pero no a las de carácter privado cuya capacidad se regir  por las disposiciones legales que les resulten aplicables.

      Empecemos por las estas ultimas; las asociaciones de carácter privado. En ellas y como ya sentó la sentencia de 5 de Noviembre de 1959 hay que admitir que tiene una capacidad plena y general que se extiende a todos los campos salvo aquellos que derivan de su misma cualidad de entes ideales que carecen de sustrato físico. Sin embargo es posible establecer en sus estatutos limitaciones a su capacidad. En general puede estudiarse la doctrina de la DGRN. relativa a los actos neutros.

      Respecto a las asociaciones de carácter público el precepto dice que se regulara por sus estatutos y habría que distinguir:

      A) En cuanto a su capacidad jurídica, como dice Alfonso de Cossio y corral. (Comentarios al C ci dirigidos por Albaladejo. tomo I p g. 846):

"La cuestión fundamental, sin embargo, consiste en determinar hasta que punto es posible que la autonomía privada límite o reduzca esa capacidad civil excluyendo la posibilidad de adquisición de determinados derechos o de la Asunción de determinadas obligaciones. Entendemos que ningún inconveniente existe para tal genero de limitaciones de la capacidad civil de la persona que se crea a través del acto estatutario que la constituye.".

      B) En cuanto a su capacidad de obrar se rige exclusivamente por sus Estatutos que determinan la estructura y forma de funcionamiento de los órganos decisorios. De lo que se desprende:


1) Que las personas que ostentan facultades por conferírselas los estatutos solo pueden verlas revocadas por modificación estatutaria.


2) Que cuando en el uso de sus facultades otorgan poderes en favor de terceros no los están otorgando como mandatarios de la sociedad sino como órganos de la misma, por lo que su remoción en el cargo no implica la extinción de los poderes que en su día confirieron.


3) Que no pueden delegar con carácter general sus facultades, aunque si otorgar poderes para supuestos concretos.


4) Que los actos realizados contra la previsión estatutaria ser n nulos de pleno derecho y no simplemente anulables; pues si bien y para el mandato, prevé el código civil la posibilidad de su ratificación, el órgano de la asociación no actúa como mandatario de la entidad sino órgano de esta y la voluntad social manifestada por un órgano que se excede en sus competencias, es inexistente.

. extinción.

Dice el Art. 39 del C ci que:

"Si por haber expirado el plazo durante le cual funcionaban legalmente, o por haber realizado el fin parar el cual se constituyeron, o por ser ya imposible aplicar a este la actividad y los medios de que disponían, dejasen de funcionar las corporaciones, asociaciones y fundaciones...".

Tres son pues las causas de extinción que prevé:


1) expirar el plazo durante el cual se constituyeron.


2) cumplir su finalidad.


Para que poder operar automáticamente este motivo, el fin perseguido deber  de ser de una evidencia absoluta y de tal naturaleza que permita su plena realización. Si así no fuera entendemos que el determinar su cumplimiento o incumplimiento sería competencia de la Junta General que para apreciar el cumplimiento debería reunir el quórum necesario para disolverse.


Sin perjuicio claro esta de que en caso de no alcanzarse dicho quórum cualquier socio pueda acudir ante el juez para solicitar una sentencia en la que se reconozca el cumplimiento de la finalidad o la imposibilidad de alcanzarla y se decrete por tanto la extinción de la asociación.


3) Ser imposible aplicar al fin perseguido la actividad y los medios de que disponía la asociación.


Es dudoso si este motivo viene referido o: 1) a la simple desaparición del fin perseguido, o 2) a la desaparición de la actividad (muerte de todos los asociados) y de los medios (inexistencia de medios materiales), o 3) a solo la inactividad (muerte o cesación de las actividades por un largo lapso de tiempo) o 4) a solo la desaparición de medios (se sigue queriendo la asociación pero han desaparecido materialmente los medios de que se dispone para alcanzar el fin).

      A los anteriores motivos el Art. 6 de la ley de asociaciones añade la voluntad de los socios y la sentencia judicial.

      La disolución por acuerdo de los socios requiere el voto favorable de las dos terceras partes de los asociados presentes o representados tomado en Asamblea General extraordinaria (Art. 10.3 del Decreto de 20 de Mayo de 1965).Este acuerdo tendrá que ser comunicado al Registro correspondiente a efectos de inscribir la disolución de la asociación (Art. 13 del citado Decreto).

      Se admiten además como causas de disolución las previstas en los Estatutos.

      La  ley de 1 de Julio de 1985, si bien admite para los extranjeros el derecho de asociación permite también que el Consejo de ministros a propuesta del ministro del interior, previo informe del de asuntos Exteriores, pueda acordar la suspensión de las actividades de las asociaciones promovidas e integradas mayoritariamente por extranjeros, por un plazo no superior a seis meses cuando atenten gravemente contra la seguridad o los intereses nacionales, el orden publico, la salud o la moral publica o los derechos y libertades de los españoles. 

      La disolución de estas asociaciones tendrá que acordarla el Juez en procedimiento de menor cuantía durante cuya tramitación podrá  decretar la suspensión cautelar de las actividades propias de la asociación.

El derecho de asociación sindical para los extranjeros queda sujeto al principio de reciprocidad.

. régimen disciplinario.

      De dos problemas nos ocuparemos dentro de él:


1) el relativo al obligado cumplimiento de las normas procedimentales contenidas en los reglamentos internos de la asociación.


2) De su adecuación al ordenamiento jurídico.

      * En cuanto al primero de los problemas es claro que las normas procedimentales pactadas obligan a su estricto cumplimiento para la imposición de sanciones, sin que queda en esta materia: ni delegación, ni la posibilidad de acudir directamente a los tribunales sin antes haber acudido a la vía interna de la asociación.

      Prueba de que este "ordenamiento interno" vincula a las partes (al ser pacto contractual que tiene entre ellas rango de ley), y al mismo tiempo de que su aplicación no puede representar indefensión, lo es la sentencia del TS de 7 de Octubre de 1993: Una asociación procedió a expulsar a un socio por impago de cuotas, sin haberle requerido antes de pago (tal como exigían los estatutos), pues el acta notarial de requerimiento no llego a poderse practicar en la persona del socio (parece desprenderse del contenido de la sentencia que si se hizo en otras personas). El TS estimando el recurso interpuesto contra el acuerdo de expulsión declaro que la falta de notificación personal:


"...vino a representar una infracción en mayor o menor medida, de los artículos del código sustantivo, citados en el motivo, así: del 1255, porque confería sentido obligacional de las prescripciones estatutarias, tanto para los socios, como para el club; del 1124, porque el club no disponía de la potestad de originar la baja del socio, sin haber cumplido previamente con lo que incumbía, cesación de la condición de socio que cabe equipararla al supuesto de resolución de las obligaciones reciprocas; del 1100, porque la inoperancia del requerimiento notarial, privo al socio de la condición de moroso en sentido estricto y del 7, porque el acuerdo sancionador al no haber estado precedido de una estricta observancia del Art. 21 de los Estatutos, sobrepaso, en cierta manera, los limites normales del derecho a ejercitar por la entidad deportiva.......".

      En cuanto al problema relativo a la adecuación de los estatutos al ordenamiento jurídico la sentencia del TS de 24 de Marzo de 1992, referida a un supuesto en el que un socio, excluido de la asociación, interpone recurso judicial en base a la Ley de protección Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales, declara que:

"....no se controvierten los poderes de autorregulación y de ejercicio disciplinario, que las asociaciones en cuestión, dentro de la libertad de pactos que permite el principio de autonomía de la voluntad, puedan estatutariamente dictarse, sino los límites del ejercicio de estas facultades, que, desde luego, nunca pueden suplantar el derecho a la tutela judicial efectiva ni obstaculizarlo, con mecanismos complicados, ni eludirlo con plenitud, de donde se sigue que sus acuerdos no solo están sometidos al examen de su regularidad para la determinación del cumplimiento de las formalidades estatutarias que establezcan, en cuanto admisibles y lícitas, según el procedimiento interno para su adopción, y su respecto a las normas legales, sino también el mérito del acuerdo, esto es, si el juicio interno de interpretación y de aplicación de las reglas estatutarias es o no adecuado.".

. destino de los bienes.

      En cuanto al destino a dar a los bienes en caso de disolución el mismo Art. 39 añade que:

"se dará  a sus bienes la aplicación que las leyes o los estatutos, o las cláusulas fundacionales, les hubiesen en esta previsión asignado. Si nada se hubiere establecido previamente, se aplicaran esos bienes a la realización de fines análogos, en interés de la región, provincia o Municipio que principalmente debieran recoger los beneficios de las instituciones extinguidas.".

      El precepto resulta aplicable solo a las asociaciones de interés público, pero no a las de interés privado en las cuales la disolución implicara la distribución de su patrimonio entre sus miembros.

      Es dudoso si respecto a una asociación de interés publico, pueden disponer los estatutos que a su disolución los bienes integrantes de su patrimonio se repartan en los socios. Por un lado así parece admitirlo la interpretación literal del Art. 39, y para las fundaciones así lo ha admitido el TS en sentencias de 23 de Julio de 1964 (Sala I) y de 6 de Junio de 1987 (Sala III) sin embargo Jorge Caffarena Laporta (Comentario del C ci. Tomo I. Ministerio de Justicia, p g. 251) se pronuncia en sentido contrario diciendo que:

"Lo lógico respecto de personas jurídicas de interés público es que el destino último de sus bienes sea necesariamente la realización de fines de interés general, de modo que las posibilidades de disposición al respecto del fundador o de los asociados deber n entenderse limitadas al  ámbito de estos fines. Los problemas que plantea la interpretación contraria, por ejemplo respecto de las atribuciones realizadas en favor de la fundación o de la asociación o de los beneficios fiscales o respecto de una utilización fraudulenta de estas figuras, ponen de manifiesto que dicha interpretación supone una desnaturalización de estas.".

. obligatoriedad de la adscripción.

      La clasificación de las asociaciones como de interés público o privado, tiene por lo demás una importante consecuencia: solo respecto de las primeras es posible que la legislación determine la adscripción forzosa.

      El tema ha sido tratado por diversas sentencias del Tribunal Constitucional de entre las cuales pueden verse:


a) la de 16 de Junio de 1994 que declara la inconstitucional de la normativa (anterior al año 93) en virtud de la cual era obligatoria la adscripción a las Cámaras de Comercio.


b) la de 14 de Abril de 1994 que reconoce el derecho a la libre afiliación de las cámaras de la propiedad urbana, cuyas cuotas declara inexigibles para quienes no deseen afiliarse a las mismas.


c) El copioso grupo de sentencias que declaran constitucional la colegiación obligatoria de determinadas profesiones.

      Cuando la adscripción forzosa a un colegio se convierte en requisito para poder ejercer la actividad profesional propia de sus integrantes hay que tener en cuanta;


a) Que el impago de cuotas puede comportar la expulsión de la corporación y por tanto la imposibilidad de ejercer la profesión (TS Sala 3ª Sentencia de 5 de Marzo de 1996), y ;


b) Que la colegiación de un extranjero, no puede supeditarse a la previa autorización de residencia en territorio nacional o de permiso de trabajo; "porque es cuestión que queda fuera de la competencia del colegio profesional y porque, según la LO 7/1985, es el permiso de trabajo el que se puede condicionar, en su caso, a la colegiación y no a la inversa. (TS Sala 3ª, Sentencia de 4 de Marzo de 1996, dictada en un caso de odontólogos).

. competencia de la jurisdicción civil.

      Los conflictos que puedan surgir entre las asociaciones privadas y terceros se resuelven por la jurisdicción civil aunque dichas asociaciones están reguladas por normas administrativas, pues como dice la sentencia del TS de 7 de Abril de 1994:


"No existe duda sobre que el club demandado era, en el momento de convocarse las Asambleas de que se trata, una asociación privada (Art. 1º de sus Estatutos) cuya actividad en modo alguno puede calificarse como administrativa, aunque se halle sometida, naturalmente, a las Leyes y Reglamentos Deportivos, ni mucho menos puede entenderse que las relaciones entre la asociación, su Presidente y Junta directiva y los asociados se hallen sometidas al Derecho Administrativo.".

. acreditación del carácter de socio.

      La sentencia del TS de 23 de Mayo de 1994 admite que la condición de socio pueda probarse no solo a través de los medios previstos por la propia asociación (como la habitual inscripción en el libro registro, o la constancia en acta de la admisión) sino también por cualesquiera otros (pago de sus cuotas) máxime teniendo en cuenta que las irregularidades que impiden demostrar la afiliación, posiblemente hayan sido cometidas por la propia asociación o sus representantes.
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LA IGLESIA CATÓLICA Y LOS ENTES ECLESIÁSTICOS.

. clasificación.
El reconocimiento de personalidad jurídica que los Acuerdos de España con la Santa Sede atribuyen a la Iglesia como entidad colectiva, viene referido no tan solo a esta como tal sino a todas y cada una de las personas jurídicas que la integran, de ahí que haya de acudir se al código de Derecho Canónigo de 25 de Enero de 1983 para determinar cuales son estas, que conforme a los cánones 113 y siguientes podemos agrupar de la siguiente forma:
a) Por "Derecho Divino" (según el canon 113), lo son;
* La iglesia Católica.
* La Sede Apostólica.
b) Por derecho humano lo son;
* Las corporaciones, para cuya constitución, conforme al canon 115 se necesitan al menos 3 personas.
* Las fundaciones, integradas por "unos bienes o cosas, espirituales o materiales" y que son dirigidas por una o varias personas físicas o por un colegio.
Unas y otras pueden tener carácter;
* Público (las que en nombre de la iglesia y dentro de los limites que se les señalan cumplen la misión que se les confía mirando al bien publico, canon 116).
* O privado (las restantes).
Tanto las Corporaciones como las fundaciones que tienen carácter publico, se constituyen, conforme al canon 114, bien por disposición de la ley canónica o bien por concesión de la autoridad competente. En cambio las que ostenten naturaleza privada solo pueden constituirse por Decreto de la autoridad canónica competente.
y en cuanto a su extinción se produce:
* por supresión acordada por la autoridad legítima.
* Por dejar de existir durante 100 años.
SU CAPACIDAD.

. Art. 38 y acuerdos Santa Sede.
. capacidad para enajenar.
. bienes de los religiosos.
. inmatriculación de bienes.
. Art. 38 y acuerdos Santa Sede.
La capacidad de la Iglesia para intervenir en el trafico jurídico le viene reconocida por el Art. 38 del Código Civil conforme al cual:
"Las personas jurídicas pueden adquirir y poseer bienes de todas clases, así como contraer obligaciones y ejercitar acciones civiles y criminales, conforme a las leyes y reglas de su constitución.
La Iglesia se regirá en este punto por lo concordado entre ambas potestades y los establecimientos de instrucción y beneficencia por lo que dispongan las leyes especiales.".
Y la remisión a los acuerdos con la Santa Sede de 1979 puede presumirse en la siguiente forma:
a) Se reconoce personalidad jurídica a todas aquellas personas jurídico eclesiásticas reconocidas por el Concordato de 1953.
b) Todas las demás, para que se les reconozco su personalidad jurídica necesitan la inscripción en el registro correspondiente en el que constara: la función, los fines, el funcionamiento, los órganos y los datos de identificación.

La citada inscripción, conforme a la disposición transitoria 1 de los acuerdos con la Santa Sede, debida de producirse en el plazo máximo de 3 años, sin embargo, incumplimiento esta obligación, no por ello han perdido su personalidad jurídica, pues como recuerda la Sentencia del TS de 6 de octubre de 1997 (A 6968);
"La norma, por tanto, no priva de la personalidad jurídica ya adquirida, a las asociaciones que no se inscriban en el Registro del Estado dentro del plazo de tres años que establece, aunque esta conducta administrativa sea irregular, sino que, simplemente, establece como único medio de "justificación" o de acreditamiento de la personalidad (ya existente) la certificación del Registro que pueda obtenerse mediante inscripción tardía. La "justificación" en consecuencia, de la personalidad sirve, entre otros aspectos, para otorgar validez y eficacia frente a terceros de los actos y contratos o actividad negocial que realice, sin que la falta de inscripción suponga exención de sus responsabilidad civiles. Los negocios jurídicos que celebra son válidos y eficaces interpartes".
c) Se reconoce personalidad jurídica civil a la conferencia episcopal española.
Otras normas que indirectamente reconocen la capacidad civil de la Iglesia son los preceptos que el código civil dedica a las mandas o legados en favor del alma (Art. 747), el que impide testar en favor del confesor en última enfermedad o de su iglesia (Art. 752) y los arts 2-6° de la L.H. o 303 y 304 de su Reglamento.

. capacidad para enajenar.

La enajenación de bienes eclesiástico requiere la concurrencia de los siguientes requisitos;
1) Justa Causa de necesidad, utilidad o piedad.
2) Justo Precio establecido por peritos, no pudiendo enajenarse por un precio inferior al tasado.
3) Publicidad que implica que la enajenación se haga en publica subasta y al mejor postor, salvo que las circunstancias aconsejen otra cosa.
4) Autorización del superior, que según rescripto de 1977 funciona del siguiente modo:
a) Si el valor de los bienes enajenados excede de 21 millones se necesita autorización de la Santa Sede.
b) Si el valor de los bienes enajenados se encuentra entre las 700.000 pts y los 21 millones: autorización del ordinario con consentimiento del Cabildo y del Consejo de Consultores de la Diócesis.
c) Si el valor de los bienes es inferior a 700.000 pts; autorización del ordinario previa audiencia del Consejo de Consultores de la Diócesis.
. bienes de los religiosos.

El canon 580 decreta que todo profeso de votos simples, en cuanto lo que adquiera por su industria, o en consideración a la religión, para esta lo adquiere, y el canon 582 añade que cuando se produce la profesión solemne "... todos los bienes que de cualquier modo le vengan de regular pertenecen a la orden, o a la provincia o a la casa, capaces de poseer, según las constituciones determinen.".
Pero dichos preceptos no significan que los religiosos no puedan ostentar la titularidad de bienes, pues como dice la Sentencia del TS de 30 de Octubre de 1995;
"La literalidad de la normativa y su interpretación adecuada vienen a alcanzar la conclusión de que se trata de una cesión, durante la vida del religioso proyectada directamente sobre situaciones posesorias y rendimientos económicos que se obtengan y no de una efectiva transmisión dominical....".
Y admite respecto a la propiedad intelectual de un religioso que los derechos de ella dimanantes tras su muerte pasen a ostentarlos quienes son sus herederos conforme a la normativa civil y no la orden a la que pertenecía.
. inmatriculación de bienes.
Ha declarado el TS en sentencia de 18 de Noviembre de 1996 que:
"El precepto registral 206 se presenta poco conciliable con la igualdad proclamada en el Art. 14 de la Constitución, ya que puede representar un privilegio para la Iglesia Católica, en cuanto no se aplica a las demás confesiones religiosas inscritas y reconocidas en España, dado que en la actualidad la Iglesia católica no se encuentra en ningún sitial especial o de preferencia.".

Y REPRESENTACIÓN.

La representación de las personas jurídico-eclesiásticas se realiza a través de sus representantes correspondiendo:
1) La de la Iglesia General: Al Obispo de la diócesis o Vicario General en sede Plena y si esta vacante al Vicario Capitular.

2) La representación de Iglesias Determinadas corresponde a los Párrocos o Rectores respectivos, necesitando en determinados casos de licencia del Ordinario.

3) La representación de las entidades religiosas corresponde en general a los Superiores de la entidad y en su defecto a quienes determinen sus Estatutos o Constituciones.

ENTIDADES RELIGIOSAS  NO CATÓLICAS.

. Ley de 5 de Julio de 1980 y Decreto de 9 de Enero de 1981.

      La Ley de Libertad religiosa de 5 de Julio de 1980, en desarrollo del Art. 16 de la Constitución reconoce la libertad de asociaciones reunión y manifestación para desarrollar actividades religiosa y permite a las iglesias, confesiones y comunidades crear asociaciones, fundaciones e instituciones, conforme a lo establecido en el ordenamiento jurídico general.

      Por ello tras admitir la personalidad jurídica de las entidades religiosas que ya la tenían reconocida a la entrada en vigor de la ley, permite la atribución de personalidad a las nuevas iglesias, asociaciones o comunidades religiosas que se funden mediante su inscripción en el Registro de Entidades Religiosas que se lleva en el Ministerio de Justicia.

      El Decreto de 9 de Enero de 1981 estableció que la inscripción en el mismo se practicará mediante solicitud, acompañada de Documento autentico en el que ha de constar la fundación, fines, funcionamiento, órganos y datos de identificación (denominación y domicilio) de la nueva asociación religiosa.

      En cuanto a la acreditación de su personalidad esta solo puede ponerse de manifiesto mediante la inscripción en el registro correspondiente (cfr. Art. 5 de la O.M. de 11 de Mayo de 1984) por lo que habrá que acreditar a los Registradores de la Propiedad y a cualesquiera otros funcionarios públicos la oportuna inscripción en el Registro de entidades religiosas, lo que conforme a la Resolución de la DGRN  de 25 de Junio de 1992:

"exige inexcusablemente que o bien se acompañe al título calificado la correspondiente certificación registral o bien se haga testimonio notarial de los particulares de la misma que sean precisos al efecto, siendo evidente que tal testimonio precisa no solo la relación del contenido del documento testimoniado, sino también la aseveración notarial de la correspondencia de lo relacionado con el original del que se toma y la reseña de sus datos identificadores.".

      En cuanto a los órganos que ostentan su representación hay siempre que acreditar cuales son mediante el documento auténtico de fundación o establecimiento en España de aquella entidad, del que resulte su régimen de funcionamiento y el de sus órganos representativos, con expresión de sus facultades, así como los documentos que acrediten la válida designación de las personas que han de desempeñarlos.

LAS PERSONAS JURÍDICAS EN EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO.
Dice el artículo 9 número 11 del Código civil que:
"La ley personal correspondiente a las personas jurídicas es la determinada por su nacionalidad, y regirá en todo lo relativo a capacidad, constitución, representación, funcionamiento, transformación, disolución y extinción.

En la fusión de sociedades de distinta nacionalidad se tendrán en cuenta las respectivas leyes personales.".
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